DESPACHO 137-22
DESPACHO DE MAYORIA

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente N° 1031-J-2022, de Ley, de autoría del Jefe de Gobierno, "Ley de Integración Productiva e Impulso al Trabajo en Barrios Populares" y
Considerando:



Que el presente proyecto de ley tiene por objeto promover el desarrollo económico de los barrios populares de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mediante el otorgamiento de beneficios e incentivos impositivos a quienes realicen inversiones destinadas al desarrollo de espacios para la realización de determinadas actividades dentro de dichas áreas.


Que el presente proyecto de ley tiene por fundamento normativo el artículo 18 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que establece: “La Ciudad promueve el desarrollo humano y económico equilibrado, que evite y compense las desigualdades zonales dentro de su territorio”.



Que el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 358/PEN/2017 creó el Registro Nacional de Barrios Populares en Proceso de Integración Urbana (RENABAP), cuya función principal es la de registrar los bienes inmuebles ya sean de propiedad fiscal o de particulares donde se asientan los barrios populares, las construcciones existentes en dichos barrios y los datos de las personas que habitan en ellas.



Que actualmente, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires habitan poco menos de tres millones (3.000.000) de personas, conforme lo informado por el Censo Nacional del Año 2010, de las cuales cerca del siete por ciento (7%) vive en los cuarenta y ocho (48) barrios populares de la Ciudad. Esto se traduce en setenta y tres mil setecientas noventa y tres (73.793) familias según datos arrojados por informes obtenidos del RENABAP.



Que en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encuentra en desarrollo un plan concreto para la reurbanización e integración socio-urbana de los barrios populares desde hace muchos años. 


Que estos procesos se iniciaron a partir de la sanción de las Leyes de reurbanización del Barrio 20 (Ley N° 5.705), Barrio Rodrigo Bueno (Ley N° 5.798), Barrio Playón de Chacarita (Ley N° 5.799) y Barrio “Padre Carlos Múgica” (Ley N° 6.129) con el objeto de su zonificación e integración social, cultural y urbana.



Que a través de estas leyes se buscó garantizar y proteger los derechos de los habitantes de dichos barrios, promover la regularización dominial, la generación de soluciones habitacionales y se trabajó en establecer condiciones para el desarrollo económico.


Que la integración socio-urbana continúa siendo una política pública prioritaria para la Ciudad y representa un trabajo coordinado entre todas sus áreas de Gobierno. 


Que los programas para la integración se encuentran orientados a igualar las oportunidades entre todos los habitantes de la Ciudad, concebidos desde un enfoque participativo, propendiendo a la vinculación laboral integral, capacitación técnica y formación a emprendedores, unidades productivas, feriantes y comercios y a la formalización financiera que promueva el desarrollo de la economía de los barrios populares.



Que las miradas contemporáneas con respecto a la integración a nivel regional y local han identificado que el éxito de los procesos de integración socio-urbana está definido principalmente por el éxito de la integración económica que se alcance en los barrios populares.



Que para ello se debe continuar generando la infraestructura y las condiciones necesarias para que en estos barrios se generen nuevas actividades económicas que por su complejidad o características específicas no se están pudiendo generar por sí solas y para potenciar las ya existentes.



Que resulta fundamental que desde el Estado se fomente la generación de empleo privado y de valor agregado como motor del desarrollo e integración.



Que la integración plena de las unidades productivas e individuos residentes de los barrios requiere principalmente de la generación de los incentivos necesarios que apunten a producir un flujo de ingreso de personas de todas partes de la Ciudad hacia el interior de los barrios.


Que el modelo de distrito, con el otorgamiento de beneficios tributarios, ha ayudado al desarrollo de zonas de la Ciudad que se encontraban en situaciones desfavorables con respecto a otras.


Que si bien en este caso los barrios populares tienen estructuras productivas y características socioeconómicas muy distintas a otros barrios en donde se ha aplicado la política de distritos, podemos afirmar que la cooperación entre el sector público y el privado, a través de distintas herramientas, acompañados de una planificación y acompañamiento constante en el desarrollo y capacitación de los habitantes de los barrios han generado grandes resultados para ellos y por consecuencia para el crecimiento integral e inclusivo de la Ciudad.



Que la política de distritos ha ayudado a que barrios en donde no se estaban generando inversiones desde hace muchos años por parte del sector privado, atravesaran un proceso de integración económica que devino en una mayor integración socio-urbana produciendo un impacto positivo en sus comunidades, que han experimentado un incremento en la generación de puestos de trabajo, en la actividad comercial, en la seguridad, en el acceso a mejores bienes y servicios, entre otros beneficios.



Que consideramos fundamental la promoción y el incentivo a la instalación de empresas que están en el resto de la Ciudad dentro de los barrios populares, generando así la misma oferta de bienes y servicios que en otros puntos de la Ciudad, atrayendo a vecinos de otros sitios, convirtiéndolos en potenciales consumidores no solo de las nuevas empresas radicadas, sino también de los productos ofrecidos por la economía social y popular.



Que las experiencias de integración económica que se han producido hasta ahora en los distintos barrios populares dan cuenta de que la articulación entre unidades productivas y empresas es factible y trae beneficios positivos para ambas partes. 



Que el presente proyecto de ley busca generar herramientas para los barrios populares que permitan: a) Ordenar y promover la instalación de empresas privadas a través de beneficios fiscales; b) Generar una mayor oferta de bienes y servicios; c) Promover la formalización y generación de puestos de trabajo para sus habitantes.


Que producto del trabajo de las Comisiones intervinientes a partir de la recepción de propuestas por parte de distintos bloques se han incorporado modificaciones al proyecto de ley original presentado por el Jefe de Gobierno.



Que estas modificaciones tienen que ver con distintos ejes, principalmente en lo que respecta a la conformación del distrito, la incorporación de personas humanas, la empleabilidad, la incorporación de mecanismos de formación y capacitación, de actividades promovidas y el establecimiento de mecanismos de presentación de informes.



Por lo expuesto, las Comisiones de Desarrollo Económico, MERCOSUR y Políticas de Empleo, Políticas de Promoción e Integración Social y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria aconsejan la sanción de la siguiente

LEY

LEY DE INTEGRACIÓN PRODUCTIVA E IMPULSO AL TRABAJO EN BARRIOS POPULARES

TÍTULO I

OBJETO - ALCANCES



Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto promover el desarrollo económico de los barrios populares de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mediante el otorgamiento de beneficios impositivos e incentivos, a quienes realicen inversiones destinadas al desarrollo de espacios para la realización de las actividades comprendidas en el Anexo I de la presente, dentro de dichas áreas.



Art 2º.- Créase el Distrito de Integración Productiva e Impulso al Trabajo en Barrios Populares de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en adelante "el Distrito", que estará conformado por aquellos barrios populares de la Ciudad, identificados por las Leyes N° 5.705; 5.798; 5.799 y 6.129 y por aquellos que sean establecidos oportunamente por nuevas leyes de reurbanización e integración socio-urbana sancionadas por la Legislatura durante la vigencia del régimen promocional establecido por la presente ley. 
TÍTULO II

BENEFICIARIOS



Art 3°.- Son beneficiarios de las políticas de fomento previstas por la presente Ley, los sujetos que a continuación se detallan, en tanto realicen inversiones para el desarrollo de espacios destinados a la realización de las actividades comprendidas en el Anexo I de la presente Ley, dentro de los barrios populares que componen el distrito: 

a) Personas humanas inscriptas en el Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes de la Administración Federal de Ingresos Públicos a partir de la categoría E – quinta categoría (o aquella que en un futuro la reemplace) en adelante;

b) Personas humanas inscriptas como Responsables Inscriptos ante la Administración Federal de Ingresos Públicos;

c) Personas jurídicas;

d) Uniones transitorias de empresas.

TÍTULO III

AUTORIDAD DE APLICACIÓN



Art 4º.- El Poder Ejecutivo establecerá la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.



Art 5º.- Corresponde a la Autoridad de Aplicación:

a) Coordinar la promoción y el desarrollo de espacios para la realización de las actividades comprendidas en el Anexo I de manera conjunta con el Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat, o con el organismo que en el futuro lo reemplace;

b) Fomentar y gestionar el pleno desarrollo y evolución del Distrito, coordinando las acciones necesarias a tales fines con los demás organismos del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y con el sector privado;

c) Desarrollar, coordinar e implementar la estrategia de atracción de inversiones al Distrito; 

d) Actuar como órgano de consulta y asesoramiento permanente en materia del presente Régimen; 

e) Administrar las inscripciones en el Registro Único de Distritos Económicos a fin de otorgar y cancelar las inscripciones de los beneficiarios, de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos exigidos en la presente ley y la reglamentación;

f) Coordinar con los organismos correspondientes el intercambio de información relevante a los fines del mejor cumplimiento de las facultades y objetivos en lo que a la presente ley respecta.

TÍTULO IV

INSCRIPCIÓN AL REGISTRO ÚNICO DE DISTRITOS ECONÓMICOS



Art 6º.- Para acceder a los beneficios del presente Régimen es condición la inscripción en el Registro Único de Distritos Económicos, o el que en el futuro lo reemplace.


Art 7º.- Para su inscripción, los sujetos deberán acreditar el cumplimiento de las siguientes condiciones:
a) Que se haya presentado su compromiso de inversión dentro de los barrios populares que integren el Distrito por medio de la presentación de un proyecto de desarrollo de espacios, de conformidad a las actividades establecidas en el Anexo I de la presente ley. Los proyectos de desarrollo de espacios deberán encuadrarse en los usos permitidos en cada zona conforme lo determinado en las leyes de reurbanización e integración socio-urbana de cada uno de los barrios que conformen el Distrito;
b) Que no registren deuda respecto de las obligaciones tributarias líquidas y exigibles por la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos, sea porque aquellas hayan sido canceladas en tiempo y forma o porque los sujetos se hayan acogido a un plan de facilidades de pago que debe encontrarse vigente.

Es requisito para la permanencia de los beneficiarios en el Registro, el mantenimiento de alguna de las actividades enumeradas en el Anexo I de la presente ley, por un plazo de al menos 5 (cinco) años contados a partir de la efectiva realización y finalización de las inversiones comprometidas. 



Art 8º.- El incumplimiento de las condiciones establecidas en la presente ley y su reglamentación, da lugar a la baja de la inscripción en el Registro Único de Distritos Económicos, sin perjuicio de las infracciones previstas en el Código Fiscal.



Art 9º.- La baja de la inscripción en el Registro anterior a un período de 5 (cinco) años contados desde la efectiva realización y finalización de las inversiones comprometidas, extingue el beneficio, debiendo el beneficiario reintegrar el monto del beneficio impositivo percibido, con las actualizaciones, intereses y sanciones determinadas en el Código Fiscal.

La autoridad de aplicación deberá notificar dicha baja a la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos.

TÍTULO V

RÉGIMEN DE BENEFICIOS PARA EL DISTRITO DE INTEGRACIÓN PRODUCTIVA E IMPULSO AL TRABAJO EN BARRIOS POPULARES



Art 10.- Los beneficiarios del presente Régimen reciben el tratamiento tributario establecido en este TÍTULO.

CAPÍTULO I

IMPUESTO SOBRE LOS INGRESOS BRUTOS



Art 11.- Los beneficiarios podrán computar como pago a cuenta del Impuesto sobre los Ingresos Brutos un porcentaje del monto invertido en un proyecto de desarrollo de espacios para la realización de las actividades comprendidas en el  Anexo I de la presente Ley, dentro del Distrito, respecto de la totalidad de las actividades económicas que desarrollen en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforme a su orden de ingreso al Registro Único de Distritos Económicos y de acuerdo a la siguiente tabla:

	Orden de Ingreso al Registro Único de Distritos Económicos 
	Porcentaje del monto invertido que podrá tomarse como pago a cuenta de Ingresos Brutos 

	1º al 15º 
	80%

	16º al 30° 
	65%

	31°en adelante 
	50%


Se considera como monto invertido en un proyecto de desarrollo de espacios en el Distrito, los montos abonados por el beneficiario por los siguientes conceptos:

a) El contrato de locación del inmueble emplazado en el Distrito;

b) Las mejoras efectuadas en el inmueble;

c) La construcción de nuevos espacios destinados a locales comerciales y/u oficinas.

El beneficiario debe acreditar dichas erogaciones ante la Autoridad de Aplicación, en los términos y condiciones que aquella establezca, quien posteriormente notificará a la Administración General de Ingresos Públicos del beneficio otorgado.



Art 12.- Para aquellos proyectos de desarrollo de espacios que contemplen una mixtura de usos con espacios de otra naturaleza no promovida, el beneficio establecido en el presente Capítulo, se aplicará exclusivamente sobre el monto invertido en la superficie destinada a las actividades y usos establecidos en el Anexo I que forma parte integrante de la presente Ley, en la medida que cumplan con los demás requisitos establecidos en el Código Urbanístico de la Ciudad aprobado por la Ley N° 6.099 (Texto consolidado por Ley N° 6.347 y sus modificatorias). 



Art 13.- La Autoridad de Aplicación determinará los requisitos, el procedimiento y las formalidades necesarias a los efectos de la presentación del proyecto de desarrollo de espacios para su respectiva aprobación e instrumentación del beneficio aquí establecido. En todos los casos, el beneficiario deberá acreditar la efectiva realización y finalización de las inversiones comprometidas a fin de que la Autoridad de Aplicación asigne el beneficio correspondiente.
La Autoridad de Aplicación podrá remitir al Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat, o el que en el futuro lo reemplace, los proyectos de desarrollo de espacios presentados, para que realice una evaluación inicial teniendo en cuenta las características socio-económicas de los mismos, a los fines de que promuevan un desarrollo humano y económico para los habitantes del barrio popular en donde se pretende instalar.



Art 14.- En el supuesto de que de la aplicación del porcentaje del artículo 11, resulte un monto superior al del impuesto a pagar, la diferencia generará saldos a favor que podrán ser compensados hasta su agotamiento. El beneficio no podrá transferirse a terceros.



Art 15.- El beneficio establecido en el artículo 11 de la presente ley no prescinde de la obligación de los beneficiarios respecto de la presentación de las declaraciones juradas ni del cumplimiento de sus deberes formales, por lo que, ante el incumplimiento de las correspondientes obligaciones, la Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos, aplicará al infractor las sanciones o multas que correspondan según el Código Fiscal.



Art 16.- Los beneficiarios deben destinar el uso de las instalaciones desarrolladas a alguna de las actividades referidas en el Anexo I durante un plazo de al menos cinco (5) años contados desde la efectiva realización y finalización de las inversiones comprometidas, bajo apercibimiento de proceder a la devolución de los montos otorgados como consecuencia del beneficio impositivo previsto en el artículo 11, con las actualizaciones, intereses y sanciones correspondientes según el Código Fiscal.

La presente obligación no resulta transferible a terceros.

El Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat o el organismo que en su futuro lo reemplace, podrá fiscalizar a los beneficiarios y los espacios, a efectos de verificar si los proyectos declarados, continúan realizándose dentro de los barrios populares que integran el Distrito, respetando las actividades en el Anexo I que forma parte integrante de la presente ley.

En caso de detectar el incumplimiento se informará a la Autoridad de Aplicación, quien notificará a la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos.



Art 17.- Los beneficiarios que, habiendo transcurrido los cinco (5) años desde la efectiva realización y finalización de las inversiones comprometidas, optaran por no continuar con la realización de las actividades contempladas en el Anexo I de la presente ley, no podrán continuar haciendo uso de las diferencias establecidas en el artículo 14 de la presente, en caso de que las mismas subsistieran al momento de realizar el cambio en la actividad.



Art 18.- Los beneficiarios inscriptos que soliciten su baja al Registro Único de Distritos Económicos con anterioridad al cumplimiento del plazo establecido en el artículo 7º, deberán reintegrar el monto del beneficio de pago a cuenta otorgado, con los intereses y sanciones correspondientes según el Código Fiscal.

Una vez otorgada la baja, la Autoridad de Aplicación notificará a la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos.



Art 19.- El Ministerio de Desarrollo Económico y Producción junto al Ministerio de Hacienda y Finanzas, o los organismos que en el futuro los reemplacen, determinarán de manera conjunta, el tope máximo anual destinado al beneficio establecido en el presente Capítulo, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria.

TÍTULO VI

EMPLEABILIDAD



Art 20.- Para acceder a los beneficios establecidos en la presente Ley, al momento de inscripción en el Registro los beneficiarios deberán presentar, un plan de contratación en el que conste que al menos un treinta por ciento (30%) de la nómina del personal a contratar para el desarrollo de espacios para la realización de las actividades comprendidas en el Anexo I de la presente dentro de los barrios populares del Distrito, sean trabajadores residentes del mismo.

En el caso de que los beneficiarios acrediten la imposibilidad de cumplir con este requisito, debido a la falta de disponibilidad de trabajadores con experiencia en los rubros requeridos, podrán presentar un plan alternativo al cumplimiento del presente requisito.

Ante este último supuesto, los beneficiarios solicitarán a la Autoridad de Aplicación, la cual articulará con los organismos competentes, asistencia en la búsqueda de perfiles que formen parte de las bolsas de empleo o de programas de formación y capacitación laboral del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
TÍTULO VII

CAPACITACIÓN



Art 21.- La Autoridad de Aplicación, en conjunto con los organismos que correspondan establecerá mecanismos de capacitación y de formación laboral para los habitantes residentes de los barrios populares que integren el Distrito, en función de lo requerido por los beneficiarios de la presente ley para cumplir con lo establecido en el artículo 20 y generar perfiles con experiencia en las actividades promovidas en el Anexo I.
TÍTULO VIII

DISPOSICIONES FINALES



Art 22.- A los fines de evaluar el cumplimiento de los objetivos y la efectividad de la norma, la Autoridad de Aplicación dará publicidad y remitirá un informe periódico a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.



Art 23.- El régimen promocional establecido por la presente ley regirá hasta el 31 de enero de 2035.     



Art 24.- Comuníquese, etc.
ANEXO I

ACTIVIDADES PROMOVIDAS

Las actividades abarcadas en los proyectos de desarrollo de espacio presentados, deberán encuadrarse en los usos permitidos conforme lo establecido por las leyes de reurbanización e integración socio-urbana para cada zona en cada uno de los barrios populares del Distrito. Las actividades promovidas a los efectos del presente Régimen, incluyen:

a) Actividades relacionadas con la gastronomía, cafetería y bares, 

b) Establecimientos educativos, servicios relacionados a la enseñanza; 

c) Venta por menor de verduras, frutas, legumbres y hortalizas, elaboración y venta minorista de pan, productos de panadería y confitería; 

d) Servicios de peluquería, barbería, centros de estética, centros de belleza, spa y similares; 

e) Venta minorista, reparación y mantenimiento de aparatos electrónicos, electrodomésticos, artefactos para el hogar, computación y videojuegos, fotografía, video e insumos relacionados con estas actividades;

f) Venta minorista y elaboración de productos alimenticios y bebidas;

g) Actividades recreativas, deportivas, gimnasios y de entrenamiento físico, centros de entretenimiento familiar; 

h) Venta por menor de artículos de ferretería, iluminación, señalética, materiales eléctricos, herrajes, aberturas y repuestos, pinturas y productos conexos, cerrajería;

i) Producción, difusión, venta de entradas y explotación de espectáculos y servicios teatrales, musicales, cinematográficos, fotográficos, audiovisuales espectáculos artísticos, y servicios culturales de similares características con sus servicios conexos;

j) Servicios financieros y bancarios, servicios de seguros, servicios de recarga y gestión de saldos o créditos para consumo de bienes y servicios; servicios de envío y recepción de fondos desde y hacia el exterior;
k) Venta de productos farmacéuticos; cosméticos, de tocador y perfumería, venta al por menor de medicamentos de uso humano, instrumental médico y odontológico; artículos ortopédicos y de óptica; 

l) Centros médicos y de salud en general, servicios relacionados con prestaciones médicas; 

m) Lavanderías, tintorerías y acabado de productos textiles; 

n) Centros veterinarios y venta al por menor de productos veterinarios; 

o) Venta por menor y confección de artículos textiles, prendas de vestir, calzado, hilados, tejidos, artículos de mercería y confecciones para el hogar;

p) Venta por menor de automotores, motocicletas, bicicletas, rodados, partes, piezas y accesorios, servicios de instalación y reparación mecánica;  

q) Venta al por menor de artículos de bazar, artículos para el hogar, cotillón, juguetes y juegos de mesa, regalaría, librería, y materiales de papel y cartón, servicios de fotocopiado, imprenta e impresiones; 

r) Venta al por menor en supermercados y minimercados, kioscos y polirubros; 

s) Hoteles, hospedajes, alojamientos, albergues transitorios, hosterías, servicios conexos;

t) Actividades varias realizadas por organizaciones de la sociedad civil;

u) Servicios profesionales;

v) Servicios turísticos y de mensajería;

w) Oficinas de atención comercial y atención al público; oficinas de representación 

x) Servicios no profesionales y actividades independientes;

y) Garajes y servicios de depósito.
Sala de las Comisiones: 24 de mayo de 2022. 
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GARCIA MORITAN, Roberto, en Disidencia Parcial

MOLA, Gustavo; DEL GAISO, Facundo; MENDEZ, María Sol; ROMERO, Claudio; VILLAFRUELA, Gimena.

ROMERO, Claudio; ARENAZA, Juan Pablo; CORTINA, Roy; DEL GAISO, Facundo; FERRARIO, Emmanuel; FIDEL, Natalia; GARRIDO, Esteban; GUOUMAN, Marcelo; LAPEÑA, Lucio; LÓPEZ, Matías; MICHIELOTTO, Paola; MOLA, Gustavo; VILLAFRUELA, Gimena.

GARCIA MORITAN, Roberto; en Disidencia Parcial

DESPACHO DE MINORIA

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente Nº 1031-J-2022 de autoría del Jefe de Gobierno por el cual se propone la sanción de la ley de integración productiva e impulso al trabajo en barrios populares, y

Considerando:


Que el día 8 de abril del corriente la Legislatura recibió a través de mesa de entradas con autoría del Jefe de Gobierno, el Expediente Nº 1031-J-2022 “LEY DE INTEGRACIÓN PRODUCTIVA E IMPULSO AL TRABAJO EN BARRIOS POPULARES” con giro en las Comisiones de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo, Políticas de Promoción e Integración Social y la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.



Que el presente amerita un estudio pormenorizado de su articulado y su proceso de discusión que realizamos a continuación.



Que el proyecto tiene por objeto “promover el desarrollo económico de los barrios populares de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, que como primer punto queremos resaltar que el proyecto en estudio no tiene la capacidad de cumplir su objetivo, su ejecución en los términos propuestos no generará círculos económicos virtuosos que incentiven y multipliquen el desarrollo económico de los barrios populares ni aumentará el trabajo para sus habitantes.


Que el impulso de este proyecto es contrario al espíritu establecido en la Ley N° 6.376 de Promoción de la Economía Social y Popular, no haciendo mención alguna a la misma en ninguna parte de su articulado y no entendiendo que es en estos barrios donde la misma se desarrolla más fuertemente, no considerando que este proyecto en vez de fortalecerla atentaría contra la misma. No incentiva polos productivos con experiencias existentes, ni planifica ferias ni posibilidades de comercialización para los emprendimientos de la economía popular que hoy se encuentran en esos barrios.



Que en la actual Ley N° 6.376 de Promoción de la Economía Social y Popular, aún hay dificultades para la inscripción en el FONDES (Fondo Fiduciario para el Desarrollo de la Economía Social) de varios emprendimientos del sector. Por lo tanto debiera considerarse mejorar las condiciones de implementación de dicha ley, antes que incorporar nuevos competidores con beneficios impositivos.



Que, si bien el proyecto postula la intención de promover integración productiva y promoción del empleo, el mismo no establece si habrá complementariedad con los trabajadores, trabajadoras y unidades productivas enmarcadas dentro de la Economía Popular y Social.



Que los barrios a los cuales hace mención el proyectos cuentan con leyes de urbanización, mediante las cuales se crearon las Mesas de Gestión y Participación; así el Barrio "Padre Carlos Mugica", en un primer momento con la “Mesa de Gestión y

Planeamiento Multidisciplinaria y Participativa para la Urbanización de las Villas 31 y 31 bis” creada por la Ley 3.343 y sucedida por la Ley N° 6.129, que en su artículo 6° crea el“Consejo de Gestión Participativa del Proceso de Reurbanización del Barrio Padre Carlos Mugica”. 

El Barrio “Rodrigo Bueno” cuenta con la “Mesa de Gestión Participativa para la

Reurbanización del Barrio Rodrigo Bueno” creada por la Ley N° 5798, artículo 2°. El Barrio“Playón de Chacarita” cuenta con la “Mesa de Gestión Participativa para la Reurbanización del Barrio Playón Chacarita” creada por la Ley N° 5799, artículo 3°. A su vez también el Barrio “Villa 20” cuenta con la “Mesa de Gestión Participativa para la Reurbanización del Barrio Villa 20” creada por la Ley N° 5705, artículo 2°.



Que, además, cabe mencionar a modo ejemplificador en relación a las leyes previamente mencionadas, que la Ley N° 5.799, en su Artículo 6° estipula que ‘’Será objeto de tratamiento en la Mesa de Gestión Participativa el desarrollo de las etapas de diagnóstico,elaboración, ejecución, control, monitoreo y evaluación del Proyecto Integral de Reurbanización el cual contempla lo siguiente: b. Definición de los criterios adecuados para: El respeto de las actividades productivas y económicas actuales del barrio, priorizando las obras necesarias para el correcto desarrollo del Proyecto Integral de Reurbanización.’’


Que es por ello que el tratamiento del presente proyecto se encuentra en violación a lo establecido en las leyes de urbanización citadas. En este sentido, señalamos que el presente proyecto no fue tratado en las Mesas de Gestión y Participación, lo cual fue confirmado por la comunidad en las reuniones autogestionadas que se realizaron en los cuatro barrios populares previamente citados.



Que a su vez deberían implementarse instancias e institutos de consulta y participación en el marco de la Leyes 6, 89 y 1.777 donde conjuntamente con las Mesas de Gestión y Participación de los Barrios afectados, deberán emitir opinión y sugerencias los órganos de competencia comunal en relación al impacto en sus respectivos territorios.



Que el día 19 de abril del corriente año se realizó una Reunión Informativa Conjunta con la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur  y Políticas de Empleo, la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social y la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria para tratar el presente expediente. En la misma asistieron en representación del Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Belén Barreto – Subsecretaria de Desarrollo del Potencial Humano, Donatela Orsi - Directora General de Integración Económica, Yanina Nano Lembo - Directora General de Articulación Público – Privada. En representación del Ministerio de Desarrollo Económico y Producción del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Daniel Nieto - Subsecretario de Desarrollo Inclusivo, Federico Sicilia – Jefe de

Gabinete de la Dirección General de Desarrollo Productivo, Andrea Negri Coordinadora de Legales en la Dirección de Desarrollo Productivo, Hernan Rossi – Jefe de Gabinete del Ministerio de Desarrollo Económico.



Que en la Reunión Informativa Conjunta, las autoridades presentes realizaron una mínima exposición, con nula información sobre el diagnóstico que motiva la creación del Distrito, como así tampoco datos sobre proyección de impacto económico, de empleo y costo fiscal de la medida. Asimismo, diversos legisladores y legisladoras de distintos bloques parlamentarios han presentado preguntas sobre la iniciativa planteada por el Poder Ejecutivo, y las mismas en ningún momento fueron respondidas. Asimismo se le envió al Poder Ejecutivo un listado de preguntas y no se han recibido devoluciones ni por escrito ni oralmente.



Que en las Reuniones de Comisión Conjunta de asesores y asesoras tampoco se respondieron las preguntas que los legisladores y legisladoras habían propuesto.



Que fueron enviadas por legisladores y legisladoras una nota al Ministerio de Desarrollo Económico y Producción (Exp-2022-17875918) y otra nota al Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat (Exp-17666558-2022) para que se inste a la participación ciudadana, se consulte y trate el proyecto junto con las Mesas de Gestión

Participativa/Consejo de Gestión creadas por las leyes N° 6.129, N° 5.798, N° 5.799, N°

5.705. De ambas notas no hubo respuesta alguna por las instituciones requeridas.



Que no se convocó a jornadas institucionales de debate legislativo para atender las opiniones, demandas y propuestas de los actores territoriales: comuneros y comuneras, referentes de organizaciones sociales, comerciantes, emprendedores, feriantes y vecinos y vecinas.



Que en este camino, el 23 de mayo se publicó la preadjudicación -Licitación Pública N° 63/21, que concesiona locales en vivienda nueva tanto en Rodrigo Bueno como en el Playón de Chacarita a las empresas Farmacity S.A., GIRE S.A y NOBS S.A. iniciando ya el camino que esta ley viene a plantear.



Que siendo esta no solamente una ley que genera un impacto en la vida y las economías de los habitantes de los barrios populares en cuestión y en los procesos de urbanización e integración socio urbana, debe contar con la participación de todos los actores de los territorios implicados.



Que el poco tiempo de debate transcurrido, las escasas instancias de consulta, escucha y trabajo llevadas adelante, y especialmente la violación al proceso participativo regulado en las leyes de urbanización genera inevitablemente que no se pueda avanzar con el proyecto en cuestión.



Que a su vez, el Título I en su artículo 2° establece la creación del “Distrito de Integración Productiva e Impulso al Trabajo en Barrios Populares”, conformado en primer lugar por los barrios que durante la vigencia de la ley, tengan normas aplicables de urbanización e integración socio urbana. Esto excluye una gran cantidad de barrios populares de la ciudad que no cuentan actualmente con normativa específica, donde también sería necesario el impulso al trabajo y lo hace sin especificar el motivo ni criterio de ello.


Que asimismo la política pública que desarrolla el Poder Ejecutivo de la Ciudad sobre Distritos Económicos desde 2009 no se encuentra debidamente evaluada en su impacto socio-económico siendo que no hay información reciente disponible sobre cantidad de empresas creadas a partir de las leyes de Distrito Económico, tampoco cuántas empresas ya existentes se radicaron en los polígonos que crearon dichas leyes, al mismo tiempo se carece de información sobre cuántos empleos se generaron, cuánto deja de percibir el Gobierno de la Ciudad por los beneficios que crean estas leyes y cuánto creció la actividad económica en dichos Distritos (Ley N° 2972, Ley N° 3876, Ley N° 6390, Ley N° 4353, Ley N° 4761, Ley N° 6447).



Que el Título II en su Artículo 3° establece que las beneficiarias de la presente serán las personas jurídicas y las UTE, dejando fuera de los/las beneficiarios y beneficiarias a las personas físicas, asimismo no hay mención ni estipula beneficios para los trabajadores, trabajadoras, emprendimientos productivos y comerciales preexistentes en los barrios populares.



Que el proyecto en tratamiento no contempla ni considera los Art. 66 al 73 de la Ley 6.129 en relación al Desarrollo Económico en el polígono delimitado por la misma. En detrimento de la Ley mencionada, el presente no contempla a las unidades productivas y comerciales preexistentes e incumple con el tratamiento obligatorio en el C.G.P. – Consejo de Gestión Participativa según el Art. 9, de temas en materia de planificación económica del barrio.



Que en el Título III, correspondiente a la Autoridad de Aplicación, la misma no se encuentra definida y tampoco se menciona como parte a las Mesas de Gestión y Participación creadas en las Leyes de Reurbanización N° 3.343 y N° 6129, N° 5798, N° 5799, N° 5705.



Que en el Artículo 4°, inciso 4, el proyecto hace referencia a una “estrategía de internacionalización del distrito’’ y “acciones que considere pertinente implementar’’ pero no explica el concepto ni desarrolla cuáles serían esas acciones, lo que hace que sea simplemente declarativo.


Que en el Título IV, en el Artículo 6°, el proyecto no exige una aprobación del compromiso de inversión para el acceso al Registro, sino que sólo supedita el otorgamiento del beneficio a que la inversión se realice (Art. 12º). Tampoco establece algún criterio prioritario para otorgar el beneficio sino sólo el orden en que la empresa accede al Registro. En el mismo sentido, no se exige la presentación de un proyecto con un compromiso de inversión y, una vez aprobado el proyecto y analizada su conveniencia, ahí sí acceder al Registro y al beneficio establecido en la ley.



Que conforme al Título V, Capitulo I, artículo 10°, las beneficiarias podrán computar como pago a cuenta del Impuesto sobre los Ingresos Brutos un porcentaje del monto invertido, siendo este el único beneficio que se establece llegando en su máximo al 80% y en su mínimo al 50% del monto invertido.



Que el porcentaje de beneficio otorgado se asigna en base al orden de ingreso al Registro Único de Distritos Económicos, esto es a todas luces una política que beneficia a las grandes empresas que tienen disponible rápidamente la posibilidad de desarrollar un emprendimiento de este tipo y serán las primeras en anotarse en el registro, o habiendo registrado primero, realicen la inversión posteriormente. Además, dicho requerimiento genera un marco de discrecionalidad e incertidumbre para el otorgamiento del beneficio establecido. Es claro que nada tiene que ver el orden de ingreso en el registro con las prioridades de desarrollo económico de los barrios en cuestión, que además contemplando este distrito varios barrios en distintos puntos de la ciudad con distintas poblaciones y necesidades pueden variar en cada uno.



Que, en virtud por la cual el beneficio varía considerablemente (entre un 15% a un 30% más dependiendo el orden de registro), las formas de presentación, aprobación y otorgamiento de los beneficios deben ser absolutamente transparentes. De lo contrario, este instrumento va a promover un desequilibrio comercial de unas empresas por sobre otras (principalmente, las existentes a escala barrial).



Que no nos parece lógico que el beneficio impositivo sea priorizado por el orden de inscripción al registro, son las Mesas de Gestión y Participación quienes priorizando las necesidades de cada barrio, debería priorizar aquellas actividades que sean más relevantes por sobre otras con el fin en todo caso de asignarles un mayor beneficio.



Que en el Artículo 10° establece que un porcentaje del monto invertido podrá tomarse como pago a cuenta del impuesto sobre los ingresos brutos respecto de la totalidad de las actividades económicas que desarrollen las personas jurídicas correspondientes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Esto genera una desigualdad respecto al resto de inversores que realizan actividades en la Ciudad. Por lo tanto los beneficios impositivos deben estar circunscritos al área de aplicación de la ley; sólo debería poder computarse el pago a cuenta por las actividades desarrolladas exclusivamente dentro de los barrios populares.



Que no se ha dejado de manifiesto si se han planificado o pensado regulaciones que limiten las actitudes monopólicas o de concentración comercial en manos de pocos actores, en el marco de configurar un escenario propicio para la protección de las economías barriales.

No se plantea ningún relevamiento de unidades productivas y comerciales de los barrios populares en este sentido.



Que a su vez, es de público conocimiento que la gran mayoría de las actividades promovidas establecidas en el anexo I ya son ejercidas por comerciantes, trabajadores y unidades económicas que no son reconocidas en el presente proyecto, y que la incorporación de actores externos y con mayor capital configura un escenario de competencia desleal para las economías preexistentes.



Que el presente proyecto no establece circuitos económicos virtuosos entre las nuevas inversiones y los emprendimientos preexistentes. A su vez no menciona ni explica si se estipula algún tipo de complementariedad con las unidades productivas, comercios, servicios y actores de la Economía Social y Popular.



Que teniendo en cuenta las realidades de los barrios populares y el estado actual de los procesos de urbanización, no se determina sobre qué terrenos se realizarán estos emprendimientos, si sobre terrenos urbanizados o todavía sin urbanizar. En este contexto, no se encuentra establecido cómo se regula el acceso al suelo urbano de esos barrios populares, el precio de los alquileres, de la posesión de las propiedades, y los instrumentos que generen para dichos acuerdos, tampoco se menciona cómo se resuelve la provisión de servicios públicos, o si se prevén obras de infraestructura para los mismos.



Que en el Título VI “Empleabilidad”, en su artículo 19° establece que los beneficiarios deben emplear al menos un 30% de trabajadores residente en la zona dispuesta por el Distrito, pero que en la misma redacción se plantea una eximición de dicha obligatoriedad en virtud de los perfiles buscados por la empresa, por ende, es un porcentaje exiguo y no promueve efectivamente, ni hay obligación alguna en pos de lograr la empleabilidad de los residentes de los barrios establecidos en el Distrito propuesto.



Que para que la empleabilidad de residentes de los barrios populares dispuestos en el presente proyecto de ley sea efectiva, deberían implementarse instancias de formación profesional en todo caso acorde a los perfiles de búsqueda de las empresas que presenten proyectos de inversión, así como también promover la terminalidad educativa, no encontrándose en el presente proyecto ninguna iniciativa de capacitación y/o formación. Asimismo, deberían establecerse mecanismos de seguimiento y control por parte del poder ejecutivo a tales compromisos.



Que las empresas que inviertan generen una contrapartida a los beneficios que obtienen, desarrollando cursos y capacitaciones para los perfiles que buscan, así efectivamente poder contar con el mínimo de contratación establecido para residentes de los barrios populares.



Por lo expuesto, estas Comisiones de Políticas de Promoción e Integración Social, la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo y la Comisión de Presupuesto, Hacienda,  Administración Financiera y Política Tributaria aconsejan la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN



Artículo Único.- Dispónese el archivo del Expediente Nº 1031-J-2022 de autoría del Jefe de Gobierno “Ley de integración productiva e impulso al trabajo en Barrios Populares”.

Sala de las Comisiones: 24 de mayo de 2022. 

VELASCO, Laura.
MORRESI, Claudio; SEGURA RATTAGAN, Cecilia; VALDES, Juan M.

AMOR, Alejandro; ANDRADE, Javier; FERREÑO, Claudio; NEIRA, Claudia; VITALI, Franco.
